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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

El Sr. Víctor Rodríguez Tapia [señor Rodríguez Tapia o 

peticionario] acude ante nos mediante recurso de certiorari para 

cuestionar dos dictámenes emitidos por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Bayamón el 31 de julio de 2018 y el 15 de 

agosto de 2018, respectivamente.1  Mediante los mismos, el TPI 

denegó la admisión: (1) del contenido total del “Extraction Report” 

sobre el celular del occiso y (2) el resultado de ADN de una 

camisilla obtenida del vehículo del peticionario; evidencia que fue 

previamente suprimida por el foro primario a petición de la 

defensa.   

                                                 
1 Notificados el 7 y 20 de agosto de 2018. 
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Con el beneficio de la posición del Procurador General, 

evaluamos. 

ANTECEDENTES 

Por hechos acaecidos el 12 de marzo de 2017, el 3 de mayo 

del mismo año el Ministerio Público presentó dos acusaciones en 

contra del señor Rodríguez Tapia.  A este se le imputó una 

infracción al Artículo 93 (a) del Código Penal de 2012 (asesinato 

en primer grado), 33 LPRA sec. 5142, y otra al Artículo 5.05 de la 

Ley de Armas (portación y uso de armas blancas), Ley Núm. 404-

2000, según enmendada, 25 LPRA sec. 458 (d).  Ya comenzando 

el juicio por jurado el 31 de julio de 2018 se celebró una vista en 

la cual se discutió la admisibilidad del contenido de un “Extraction 

Report” obtenido del teléfono del occiso, que incluía mensajería, 

fotos y llamadas con fechas entre el 28 de febrero de 2017 y el 

13 de marzo de 2017.  En particular, el señor Rodríguez Tapia 

solicitó la admisión del contenido total del mencionado reporte 

para probar su teoría del caso sobre el carácter agresivo del 

occiso. El Ministerio Público se opuso por entender que el 

documento no poseía ningún valor probatorio con relación a los 

hechos imputados. Evaluados ambos planteamientos, el TPI 

denegó la petición del señor Rodríguez Tapia.  Razonó que, en la 

etapa en la que se encontraba el caso, el “Extraction Report” no 

era prueba pertinente y que, aun cuando lo fuera, no tenía el valor 

probatorio con el que se proponía utilizar o tenía el riesgo de 

causar confusión [al jurado]. 

Por otra parte, al inicio del juicio el Ministerio Público 

presentó, sin objeción de la defensa, el Análisis Forense de ADN 

junto a su solicitud de servicio y la correspondiente cadena de 

custodia. Este estudio contiene entre otros, pruebas realizadas a 

la evidencia obtenida como fruto de una Orden de Registro y 
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Allanamiento diligenciada por el sargento Umpierre. En particular, 

se encontraba el resultado del análisis de ADN de una camisilla 

que se obtuvo del vehículo Toyota Tundra color blanco, tablilla 

número 763-220.  A solicitud de la defensa, el Tribunal ordenó la 

supresión de todo el producto de dicha Orden por entender que la 

misma se obtuvo de forma ilegal.  Durante la celebración de la 

vista del 15 de agosto de 2018 la defensa del señor Rodríguez 

Tapia, aunque conforme con la supresión de la evidencia por ser 

obtenida ilícitamente, solicitó que se admitiera el resultado de 

ADN bajo el fundamento de que estos le eran favorables.  En 

específico, identificó la prueba suprimida como exculpatoria o 

potencialmente exculpatoria. 

Tras examinar el aludido análisis forense de ADN, el TPI 

determinó que: “lo estaría suprimiendo, ya que no solamente se 

trata de una prueba que fue obtenida ilegalmente, sino que no se 

puede demostrar que dicho objeto, identificado como una 

camisilla [,] tenga conexión alguna con el día de los hechos.”  El 

foro primario abundó que, luego de verificar las declaraciones de 

los testigos de hecho, ninguno identificó al señor Rodríguez Tapia 

con la referida pieza de ropa, en aras de poder establecer que la 

camisilla que se obtuvo en el vehículo era la misma que se utilizó 

la noche del incidente. La defensa solicitó reconsideración en corte 

abierta, la cual fue denegada. 

Aun en desacuerdo, el señor Rodríguez Tapia comparece 

ante nosotros mediante el presente recurso y arguye que el TPI 

erró: 

… al no permitir la admisión del contenido de un 
registro de llamadas telefónicas del celular de la 

víctima por entender que el mismo no era pertinente 
y no tener valor probatorio.  A pesar de que, dicha 

evidencia va dirigida a sostener la teoría de legítima 
defensa del acusado e igualmente probar el carácter 

violento de la víctima. 
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… al determinar que el Ministerio Público tiene 

legitimación activa para solicitar la supresión de 
evidencia y al determinar que procedía la supresión 

de evidencia exculpatoria por esta haber sido 
obtenida como producto de un registro ilegal.  

 
El 21 de septiembre de 2018 el Ministerio Público, 

representado por la Oficina del Procurador General, presentó su 

escrito en oposición. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

 
El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 

913, 917 (2009). Descansa en la sana discreción del foro apelativo 

el expedir o no el auto solicitado.  García v. Padró, 165 DPR 324, 

334 (2005). Discreción, naturalmente, significa tener poder para 

decidir en una forma u otra, esto es, para escoger entre uno o 

varios cursos de acción. García v. Asociación, 165 DPR 311 

(2005).   

Con el fin de que podamos ejercer de una manera sabia y 

prudente nuestra facultad discrecional de entender o no en los 

méritos de los asuntos que son planteados mediante el recurso de 

certiorari, nuestros oficios se encuentran enmarcados en el 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B. En la 

Regla 40 del referido reglamento se exponen los criterios que 

debemos tomar en consideración al atender una solicitud de 

expedición de un auto de certiorari. La regla dispone lo siguiente:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, 

son contrarios a derecho. 

     

B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  
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C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad, o error 

craso y manifiesto en la apreciación de la 

prueba por el Tribunal de Primera Instancia.    

D. Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos originales, 

los cuales deberán ser elevados, o de alegatos 

más elaborados.    

 

E. Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración.   

   

F. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación indeseable en 

la solución final del litigio. 

 

G. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 

 
En lo pertinente al presente caso, el Artículo 25 del Código 

Penal de 2012, 33 LPRA sec. 5038, sobre la legítima defensa como 

causa de exclusión de responsabilidad penal, expone que:  

No incurre en responsabilidad penal quien 

defiende su persona, su morada, sus bienes o 
derechos, o la persona, morada, bienes o 

derechos de otros en circunstancias que 
hicieren creer razonablemente que se ha de 

sufrir un daño inminente, siempre que haya 

necesidad racional del medio empleado para 
impedir o repeler el daño, falta de provocación 

suficiente del que ejerce la defensa, y que no 
se inflija más daño que el necesario para 

repeler o evitar el daño. 
 

Cuando se alegue legítima defensa para 
justificar el dar muerte a un ser humano, es 

necesario tener motivos fundados para creer 
que, al dar muerte al agresor, el agredido o la 

persona defendida se hallaba en inminente o 
inmediato peligro de muerte o de grave daño 

corporal […] 
 

Para que progrese la legítima defensa, nuestro Tribunal 

Supremo ha expresado que es necesaria la concurrencia de los 

siguientes requisitos: 1) que la persona tenga una creencia 

razonable de que se ha de sufrir un daño inminente; 2) que haya 

una necesidad racional del medio utilizado para impedir o repeler 
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el daño;  3) que la parte que invoca la defensa no provocó la 

situación y 4) que no se inflija más daño que el necesario para 

repeler o evitar el daño inminente. Véase, Reyes Salcedo v. Policía 

de P.R., 143 DPR 85, 98 (1997); Pueblo v. González Román, 129 

DPR 933, 940 (1992).  

De otra parte, sabido es que evidencia pertinente es aquella 

que tiende a hacer la existencia de un hecho; que tiene 

consecuencias para la adjudicación de la acción. Regla 401 de 

Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 401.  Es decir, es la evidencia “que 

arroja luz o tiene algún valor probatorio, por mínimo que sea, para 

adjudicar la acción”. A su vez, la pertinencia se vincula al derecho 

sustantivo aplicable al caso.  A tenor con lo anterior, la evidencia 

pertinente es admisible excepto cuando se disponga lo contrario 

por imperativo constitucional, por disposición de ley o por las 

Reglas de Evidencia. E.L. Chiesa Aponte, Reglas de Evidencia 

Comentadas, Primera Edición, San Juan, Ediciones SITUM, 2016, 

págs. 71-73. 

Sin embargo, la Regla 403 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 

403, permite que el tribunal pueda excluir evidencia pertinente 

cuando su valor probatorio quede sustancialmente superado por 

cualquiera de estos factores: 

a) Riesgo de causar perjuicio indebido 

b) Riesgo de causar confusión 

c) Riesgo de causar desorientación del Jurado 

[…] 

Es decir, mediante esta regla el tribunal puede descartar 

evidencia pertinente a pesar de la ausencia de una regla de 

exclusión. En lo concerniente al caso de autos, “… la confusión y 

la desorientación se refieren al peligro a que el jurado infiera un 
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hecho que no se derive lógicamente de la prueba.”  Usualmente, 

el riesgo de confusión significa que la evidencia es demasiado 

complicada, de forma tal que su valor probatorio no compensa la 

confusión que se crea.  Chiesa Aponte, op. cit., págs. 74-79. 

Por otro lado, la Regla 404 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 

404, establece que, como regla general, la evidencia de carácter 

no es admisible para probar conducta.  Ahora, también introduce 

una importante regla de exclusión: no es admisible evidencia del 

carácter de una persona para probar que en determinada ocasión 

actuó de conformidad con tal carácter.  Esta norma se cimienta en 

el escaso valor probatorio de carácter para inferir conducta de 

conformidad con tal carácter o rasgo de carácter y en el interés 

de que no se le adjudique a una persona responsabilidad (o no 

responsabilidad) por su carácter, sino por lo que ha hecho 

contrario a derecho.  En lo referente al carácter de la víctima, la 

Regla 404 (A) (2) le permite a la defensa presentar 

testimonio de opinión o reputación de un rasgo de carácter 

de la víctima, vinculado con el delito imputado, sujeto a lo 

dispuesto en la Regla 412.2 Chiesa Aponte, op. cit., págs. 91-

95. (Énfasis nuestro). El carácter es el conjunto de cualidades 

o circunstancias propias de una cosa, de una persona o de 

una colectividad, que las distingue, por su modo de ser u 

obrar, de las demás.  (Énfasis nuestro).  R. Emmanuelli Jiménez, 

Prontuario de Derecho Probatorio Puertorriqueño, Cuarta Edición, 

San Juan, Ediciones SITUM, 2015, pág. 198.3 

                                                 
2 La Regla 405 de Evidencia establece los modos de probar el carácter: (a) 

reputación u opinión y (b) conducta específica. En particular, cuando evidencia 

de carácter sea admisible, sólo se puede presentar en forma de testimonio de 

reputación o de opinión sobre el rasgo pertinente, sin perjuicio de que en el 

contrainterrogatorio pueda preguntarse a la persona testigo sobre actos 

específicos de conducta pertinentes a su testimonio. 32 LPRA Ap. VI, R. 405. 
3 Citando al Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española, 

Vigésima Segunda Edición, Tomo I (2001). 
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Específicamente, en el contexto de establecer una 

legítima defensa, el acusado puede presentar testimonio 

de reputación o de opinión de que la víctima era persona 

violenta o agresiva, entre otras cosas. (Énfasis nuestro).  

Ahora, cuando lo que se presenta es evidencia de actos previos 

de violencia de la víctima, en cuyo caso se exige que fueran 

conocidos por el acusado, de lo que depende su valor probatorio 

para establecer lo razonable de su creencia de que, al enfrentarse 

a la víctima, su vida corría peligro. Chiesa Aponte, op. cit., págs. 

91-92; Pueblo v. Martínez Solís, 129 DPR 135 (1991); Pueblo v. 

Cruz, 65 DPR 172, 179 (1945). Cabe destacar que, al presentar 

evidencia del carácter de la víctima, la defensa abre la puerta al 

fiscal para presentar evidencia de carácter del acusado.4  Así, si la 

defensa presenta evidencia de que la víctima era persona agresiva 

y violenta para fortalecer su teoría de legítima defensa, es 

razonable que el fiscal pueda presentar evidencia de que el 

acusado es persona agresiva y violenta. Chiesa Aponte, op. cit., 

pág. 93. 

De otra parte, el Tribunal Supremo ha expresado que prueba 

exculpatoria no es toda prueba que por sí sola es capaz de 

producir la absolución del acusado, sino aquella que puede 

favorecerlo, sin considerar su materialidad o confiabilidad. Pueblo 

v. Vélez Bonilla, 189 DPR 705, 719 (2013); Pueblo v. Echevarría 

Rodríguez I, 128 DPR 299, 333 (1991); Brady v. Maryland, 373 

US 83, 87-88 (1963). Ahora, el que la prueba suprimida por el 

Ministerio Público sea favorable al acusado –por ser exculpatoria 

o de impugnación- es condición necesaria pero no suficiente para 

                                                 
4 Véase, Ley Núm. 46-2009. 
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conceder un nuevo juicio bajo Brady v. Maryland, supra. Pueblo 

v. Torres Feliciano, 200 DPR __, 2018 TSPR 159. 

A luz de la antes mencionada normativa, evaluamos. El 

peticionario arguye que el Tribunal de Primera Instancia erró al no 

permitir la admisión del contenido total del “Extraction Report” por 

entender que el mismo no era pertinente, ni poseía valor 

probatorio.  El aludido reporte de celular incluía, en lo 

concerniente, un registro de llamadas, información sobre los 

contactos del occiso, así como varias imágenes de armas. 

Cónsono con lo anterior, el peticionario enfatiza que ante su 

teoría de que actuó en legítima defensa, con el referido reporte de 

celular pretende establecer que la madrugada del incidente acudió 

a la residencia de la víctima como respuesta a varias llamadas que 

este le realizó para amenazarlo, provocándole temor y la creencia 

real de que su vida corría peligro. Además, intenta probar que el 

occiso ostentaba un carácter violento, de lo cual estaba consciente 

al momento de los hechos, porque tenía como parte de sus 

contactos telefónicos a “Gaby Gatillo” y ciertas imágenes de armas 

de fuego. 

Analizado el expediente, entendemos que el TPI debió 

admitir en evidencia sólo el contenido del reporte de celular 

relacionado a las llamadas telefónicas, debido a que el mismo es 

pertinente y podría contener algún valor probatorio. Dicha 

evidencia bien podría ser prueba acumulativa o corroborativa a la 

declaración jurada prestada por la madre del occiso.  Además, del 

aludido documento solo se desprende que la madrugada de los 

hechos el occiso le realizó al peticionario dos llamadas entre las 

3:27 y 3:28.  
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Lo anterior nos permite determinar que el registro de 

llamadas del occiso no es una prueba de tal complejidad que 

pueda confundir al Jurado.  Ahora, cabe destacar que la misma, 

por ser prueba documental, no puede ser utilizada por el 

peticionario para demostrar que el occiso desplegaba un carácter 

violento y con ello intentar justificar la razonabilidad de la 

conducta imputada.  Como mencionamos previamente, cuando 

evidencia de carácter sea admisible, y en el contexto de establecer 

una legítima defensa, el acusado sólo puede presentarla en forma 

de testimonio de reputación o de opinión sobre el rasgo de 

carácter pertinente.  Véase, Regla 405 de Evidencia, supra. 

Sin embargo, actuó correctamente el foro primario al 

denegar la admisión de la información concerniente a que dentro 

de los contactos del occiso existía un contacto identificado como 

“Gaby Gatillo” y que sus fotos incluían la de varias armas de fuego. 

Los mencionados datos constituyen evidencia impertinente para 

el propósito con el que pretende utilizarlos el peticionario.  Máxime 

cuando este desconocía esa información, a la cual tuvo acceso por 

primera vez durante el descubrimiento de prueba.   

Por otro lado, nos parece meritorio aclarar que, según surge 

del expediente, el Ministerio Público no ocultó prueba alguna al 

peticionario y tampoco solicitó la supresión del análisis de ADN en 

controversia.  Al contrario, fue el propio peticionario quien solicitó 

la supresión de toda la evidencia incautada en su vehículo 

mediante un registro perpetrado por la policía.  Ahora pretende 

revertir parcialmente, la eliminación de esa evidencia bajo el 

argumento de que el análisis de ADN le resultaría favorable para 

su defensa. En esencia, aduce que la camisilla fue examinada por 

el laboratorio de criminalística del Instituto de Ciencias Forenses 

y que los resultados revelan que la misma contenía rastros de 
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sangre suya. Ello, entiende, es cónsono con su teoría de que, en 

efecto, fue agredido por la víctima mientras se encontraba dentro 

de su vehículo, al punto de sangrar y manchar la pieza de 

evidencia confiscada. Finalmente, sostiene que solo procede la 

supresión de evidencia inculpatoria, más no así la que podría 

favorecerlo. No le asiste la razón. Veamos.  

Este Tribunal realizó un estudio minucioso dirigido a 

determinar cómo la prueba suprimida, en específico la camisilla 

con manchas de sangre afecta la continuación del juicio en su 

fondo. Es decir, el mencionado análisis de ADN, ¿apoya la teoría 

de que el peticionario actuó en defensa propia? Nótese que en 

este caso el occiso fue acuchillado en varias ocasiones.  Además, 

según correctamente expresó el TPI, no existe conexión entre el 

peticionario y la camisilla incautada en su vehículo. Ningún testigo 

lo identificó con la referida pieza de ropa la noche de los hechos. 

Por tanto, entendemos que la prueba suprimida, por solicitud del 

peticionario, no ha podido ser identificada o relacionada con los 

hechos que están en discusión; no se ha justificado su pertinencia.  

Ante este escenario, colegimos que el TPI actuó razonablemente 

al determinar que esta pieza no arroja luz al caso ni tiende a hacer 

algún hecho en controversia más o menos probable.   

DICTAMEN 

Por los fundamentos antes expresados, se expide el auto de 

certiorari solicitado en aras de modificar el dictamen emitido el 31 

de julio de 2018.  En su consecuencia, se permite la admisión de 

la parte del “Extraction Report” relacionada al registro de llamadas 

del occiso; mientras que se deniega la de los contactos y las fotos. 

Por otra parte, se confirma la determinación del 15 de agosto de 

2018 denegando la admisión del resultado del análisis de ADN a 

una camisilla encontrada en un vehículo cuyo registro se suprimió 
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a petición de la defensa, por no haberse justificado su pertinencia 

en esta etapa del proceso.   

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                      Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


